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SENTENCIA

TRANCE Y REMATE
CAJA POPULAR DE AHORROS DE LA PROVINCIA DE TUCUMAN c/ ROJANO ANDREA VERONICA s/
SUMARIO (EXPTE. 4515/25 - Juzgado Cobros y Apremios 2 C.J. Concepción)

CONCEPCION, 11 de mayo de 2026.

VISTO el expediente Nro.4515/25, pasa a resolver el juicio "CAJA POPULAR DE AHORROS DE LA
PROVINCIA DE TUCUMAN c/ ROJANO ANDREA VERONICA s/ SUMARIO”.

1. ANTECEDENTES

En fecha 07/05/2025 el apoderado de la Caja Popular de Ahorros de Tucumán inicia demanda de
cobro sumario de pesos en contra de Andrea Verónica Rojano, DNI N° 23.239.305, con domicilio sito

en Mexico N° 2502, San Miguel de Tucumán.

Conforme surge de la demanda, se reclama al accionado la suma de $324.332,49 (pesos trescientos

veinticuatro mil trescientos treinta y dos con 49/100), en concepto de capital, con más sus intereses
legales condiciones generales que rigen el otorgamiento de las tarjetas de crédito CABAL desde la
fecha de mora hasta el efectivo pago, con más sus costas y gastos.

Funda su demanda en los siguientes hechos: afirma que su mandante, emisora de la Tarjeta de
Créditos CABAL, otorga al demandado la tarjeta de créditos, en respuesta a la solicitud que a tal
afecto firmó y presentó ante su mandante, solicitud en la que constan los términos y condiciones que
rigen el uso del sistema, y que el solicitante se obligó a cumplir. Conforme la operatoria del sistema,
su mandante remitió al demandado los resúmenes de cuentas, con sus respectivos vencimientos de
los cuales surge la deuda reclamada, por la suma de $324.332,49 (pesos trescientos veinticuatro mil
trescientos treinta y dos con 49/100), los cuales no fueron abonados a su vencimiento. El monto
contenido en los mismos es la base del estado de cuentas acompañado con la presente demanda y
del cual surge el monto de la misma y el monto abonado por el emisor al proveedor, de fechas
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14/11/22, 13/12/22, 13/01/23, 14/02/23, 14/03/23, 14/04/23, 15/05/23, 13/06/23, 13/07/23, 14/08/23,
14/09/23, 17/10/23 y 14/11/23 de los cuales surgen los consumos realizados en uso del sistema.

En fecha 18/05/2025 se dispone dar intervención al abogado apoderado de la actora.

En fecha 21/04/2026 el apoderado de la actora comunica que la deuda reclamada en autos ha sido
cancelada.

En fecha 23/04/2026 se tiene presente la cancelación de deuda manifestada.

En fecha 28/04/2026, pasan los autos a despacho para resolver.

2. SENTENCIA

Luego del relato de los antecedentes, es necesario resolver en el presente juicio si resulta exigible o
no la deuda reclamada por la Caja Popular de Ahorros de la Provincia de Tucumán a Andrea
Verónica Rojano.

2.1. EL CONTROL DE OFICIO DEL TÍTULO EJECUTIVO

Como primera medida, se procede a realizar el análisis del título y de la documentación original que
fue presentada.

La misma se basa en la solicitud de tarjeta de crédito CABAL, que incluye:

-Prueba ofrecida:

-Solicitud de tarjeta de crédito y condiciones generales y contrato de adhesión de la tarjeta CABAL,
suscripta por el demandado, Anexo intereses, y UIF.

-Resúmenes de cuentas 14/11/22, 13/12/22, 13/01/23, 14/02/23, 14/03/23, 14/04/23, 15/05/23,
13/06/23, 13/07/23, 14/08/23, 14/09/23, 17/10/23 y 14/11/23.

-Estado de cuentas.

-Declaración de inexistencia de impugnación.

-Copia dni.

-Recepción de tarjeta.

Esta verificación se realiza por una exigencia impuesta por la misma norma, al ser una cuestión
consumeril, en tanto sanciona con pena de nulidad las operaciones financieras para consumo y en
las de crédito para el consumo en las que no se consignan dichos recaudos de modo claro al
consumidor o usuario; lo que constituye una consecuencia lógica de la tipificación como relación de
consumo a la entablada entre la parte actora y la demandada y que dio lugar a la deuda cuyo pago
se reclama judicialmente (cfr. arts. 1 a 3 de la Ley 24.240 y sus modificatorias).

2.2.- SOBRE EL PAGO DE LA DEUDA RECLAMADA, CONSTATADO EN LA CAUSA.

Advierto del análisis del expediente que en fecha 21/04/2026 la actora comunica que la deuda
reclamada en autos, ha sido cancelada.

Al respecto, nuestra Corte Suprema de Justicia consideró que: “El Tribunal de Alzada hizo propias
las consideraciones vertidas por esta Corte en un precedente jurisprudencial en el que se dijo que
“el pago es un instituto, cuyos principios se encuentran regulados en elCódigo Civil, en virtud de lo
dispuesto por los arts. 75 inc. 12 y 121 y 126 de la Constitución Nacional”, que “en el marco de la
regulación de las obligaciones en general, el pago es un acto jurídico de enorme trascendencia por
los efectos que produce, entre los que necesariamente se encuentran la extinción del crédito y la
liberación del deudor” (CSJT, "Provincia de Tucumán -DGR- C/ Vicente Trapani S.A. S/ Ejecución



Fiscal", sentencia N° 1872 de fecha 05/12/2017).

Por ello, al encontrarse acreditada la cancelación antes mencionada, corresponde liberar al
demando del capital e intereses reclamados en este juicio.

4. COSTAS

Atento al resultado del juicio, las costas se imponen a la parte demandada atento al principio
objetivo de la derrota (Art. 61 del Nuevo Código Procesal Civil y Comercial de Tucumán).

5. HONORARIOS

Atento a lo normado en el art. 20 de la ley 5.480, corresponde regular honorarios profesionales.

En tal sentido se tomará como base el capital reclamado en el escrito de demanda (Art. 38), más
intereses resarcitorios y los punitorios devengados hasta la fecha de la presente sentencia, de
acuerdo con lo considerado por el tribunal de Alzada en su sentencia de fecha 20/03/2023 dictada
en la causa “Provincia de Tucumán D.G.R. C/ SA Ser S/ Ejecución Fiscal - Expte. N° 1366/21”.

Tomando en cuenta dicha base, el carácter en que actúa la abogada apoderada (doble carácter), y
lo normado por los Arts. 1, 3, 14, 15, 38, 44 y 63 de la Ley 5.480 y concordantes, realizados los
cálculos aritméticos correspondientes (la base reducida en un 50% por no haber excepciones
planteadas, por un 16% por ser parte vencedora incrementado un 55% por la actuación en el doble
carácter), el resultado obtenido es menor al valor mínimo de una consulta escrita fijada por el
Colegio de Abogados ($675.000 según lo publicado en su sitio web).

Llegado el caso en donde los estipendios profesionales luego de practicados los cálculos aritméticos
resulten inferiores al mínimo legal, estimo que se dan las condiciones que justifican la aplicación del
art. 13 de la ley N° 24.432, en el caso concreto, el cual establece concretamente que: "Los jueces
deberán regular honorarios a los profesionales, peritos, síndicos, liquidadores y demás auxiliares de
la justicia, por la labor desarrollada en procesos judiciales o arbitrales, sin atender a los montos o
porcentuales mínimos establecidos en los regímenes arancelarios nacionales o locales que rijan su
actividad, cuando la naturaleza, alcance, tiempo, calidad o resultado de la tarea realizada o el valor
de los bienes que se consideren, indicaren razonablemente que la aplicación estricta lisa y llana de
esos aranceles ocasionaría una evidente e injustificada desproporción entre la importancia del
trabajo efectivamente cumplido y la retribución que en virtud de aquellas normas arancelarias habría
de corresponder. En tales casos, la resolución que así lo determine deberá indicar, bajo sanción de
nulidad, el fundamento explícito y circunstanciado de las razones que justificaren la decisión.
Déjanse sin efecto todas las normas arancelarias que rijan la actividad de los profesionales o
expertos que actuaren como auxiliares de la justicia, por labores desarrolladas en procesos
judiciales o arbitrales, en cuanto se opongan a lo dispuesto en el párrafo anterior".

Por otra parte, el Art. 730 del Código Civil y Comercial, en su último párrafo establece que: “() Si el
incumplimiento de la obligación, cualquiera sea su fuente, deriva en litigio judicial o arbitral, la
responsabilidad por el pago de las costas, incluidos los honorarios profesionales, de todo tipo, allí
devengados y correspondientes a la primera o única instancia, no debe exceder del veinticinco por
ciento del monto de la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fin al diferendo.".
Incluso nuestra CSJN, recientemente, en los autos: «Latino Sandra Marcela c/ SancorCoop de Seg.
Ltda. y otros s/ daños y perjuicios», declaró la constitucionalidad de dicho artículo.

Cabe destacar que, el presente juicio, sin ánimo de menoscabar la labor jurídica cumplida por el
profesional de la actora, el proceso no ofreció problemas jurídicos o complicaciones procesales que
hayan obligado a un desarrollo intelectual complejo, inclusive no existen multiples presentaciones
del letrado, por lo que el juicio no demandó una actuación intelectual de creatividad, esfuerzo y
talento excepcional.

En igual sentido, tiene dicho nuestra Corte de Justicia local, que la aplicación del art. 13 de la Ley N°
24.432 constituye una facultad privativa de los jueces de la instancia respectiva, quienes en
determinados supuestos pueden apartarse de las disposiciones arancelarias locales, "sin atender a
los montos o porcentuales mínimos establecidos en los regímenes arancelarios nacionales o
locales" que rijan la actividad profesional, cuando "la naturaleza, alcance, tiempo, calidad o resultado
de la tarea realizada o el valor de los bienes que se consideren, indicaren razonablemente que la
aplicación estricta, lisa y llana de esos aranceles ocasionaría una evidente e injustificada
desproporción entre la importancia del trabajo efectivamente cumplido y la retribución que en virtud



de aquellas normas arancelarias habría de corresponder" ("Colegio Médico de Tucumán vs. Instituto
de Previsión y Seguridad Social de Tucumán s/ Cobro ordinario", sentencia N° 395 del 27/5/2002;
"Colegio de Bioquímicos vs. Instituto de Previsión y Seguridad Social de la Provincia de Tucumán s/
Cobro ordinario", sentencia N° 450 del 04/6/2002; sentencia N° 842, "Robles Vda. de Ríos Marta
Gabriela vs. Gómez Víctor Hugo s/ Daños y perjuicios", 18/9/2006).

No se nos escapa, el hecho de que el honorario profesional es un crédito que está amparado por el
derecho constitucional a una retribución justa (cfr. art. 1° de la Ley N° 5.480 y art. 14 de la
Constitución Nacional) y por tanto tiene naturaleza alimentaria (cfr. CSJT, sentencia N° 361 del
21/5/2012; CSJTuc., “Álvarez Jorge Benito Y Otros S/ Prescripción Adquisitiva”, Sentencia N° 1680
del 31/10/2017; Cámara Civil En Doc. Y Locaciones Y Familia Y Suces. De Concepción, “D.G.R. Vs.
Brito Justo Enrique S/Ejecución Fiscal S/ Incidente De Ejecución De Honorarios”, Sentencia N° 87
de fecha13/11/2020; Cámara Civil En Doc. Y Locaciones Y Familia Y Suces. De Concepción,
“Provincia De Tucumán D.G.R. Vs. Brito Justo Enrique S/EjecuciónFiscal S/ Incidente De Ejecución
De Honorarios, Sentencia N° 87 de fecha 13/11/2020”; entre otros)

De esta manera, debido al monto del juicio, los cálculos arribados y lo normado por el art. 38 in fine
de la ley 5480, si bien correspondería fijar los estipendios del letrado en el valor de una consulta
escrita establecida por el Colegio de Abogados vigente al tiempo de la regulación, considero que
dicho monto no resulta equitativo, si se tiene en cuenta los criterios vigentes en la jurisprudencia
antes citada, más aun si se tiene en cuenta la reciente jurisprudencia de la Excma Camara de
Documentos y Locaciones Sala III en los autos caratulados “SOCIEDAD DE AGUAS DEL
TUCUMAN S.A.P.E.M. c/ POLICHE RAMON AUGUSTO s/ APREMIOS. N° 5890/24” sentencia N°
198 de fecha 16/09/25.

En virtud de ello, y al tener naturaleza alimentaria se considera justo y razonable la suma de
$335.500 (una consulta verbal), en concepto de honorarios profesionales por su actuación en el
presente proceso a favor del abogado Eduardo Federico Srur, conforme a lo considerado..

6. PLANILLA FISCAL

Confeccionar por intermedio de la Oficina de gestión Asociada N° 1 de Concepción (OGA) la planilla
fiscal correspondiente prevista en el Art. 321 del CTP, ordenándose pagar la misma a la parte
condenada en costas. En caso de que la planilla fiscal no sea abonada, se formara el
correspondiente cargo fiscal y posterior notificación a la Dirección General de Rentas (DGR).

Asimismo, cabe destacar que en virtud de lo establecido en el Art. 333 del CTP: "Esta liquidación
será considerada determinación impositiva, a los efectos del procedimiento reglado en el capítulo I
del título V del libro primero de este Código Tributario, y se ordenará el pago de la misma a la parte
que corresponda."

7. RESUELVO

1) Tener por CANCELADA la deuda reclamada e interpuesta por la CAJA POPULAR DE
AHORROS DE TUCUMAN en contra de Andrea Verónica Rojano, DNI N° 23.239.305, con
domicilio sito en Mexico N° 2502, San Miguel de Tucumán, en su totalidad, capital e intereses.

2) Imponer las COSTAS del presente juicio a la parte demandada, conforme lo expuesto en los
considerandos (art. 61 del Nuevo Cód. Proc. Civil y Comercial de Tucumán).

3) REGULAR HONORARIOS al abogado Eduardo Federico Srur, por la suma de pesos trescientos
treinta y cinco mil quinientos ($335.500), una consulta verbal, en todo concepto por las labores
cumplidas en el presente juicio, conforme a lo considerado.

4) Comunicar a la Caja de Previsión y Seguridad Social de Abogados y Procuradores a los efectos
de dar cumplimiento con la Ley 6.059; y al Colegio de Abogados a los efectos correspondientes.

5) PROCEDER por OGA a la confección de la correspondiente planilla fiscal y posterior notificación
a la parte demandada en autos para su reposición bajo apercibimiento de formular el
correspondiente cargo tributario ante la Dirección General de Rentas, conforme lo considerado.
Adjuntar la planilla fiscal al momento de notificar la parte resolutiva de la presente sentencia.

HAGASE SABER.
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